“DET  CONTRA GCBA Y OTROS SOBRE AMPARO (ART. 14 CCABA)”, Expte: EXP 44630 / 0 

Ciudad de Buenos Aires, de octubre de 2013.- 

Y VISTOS: Los autos señalados en el epígrafe venidos a despacho para dictar sentencia, de cuyas constancias 

RESULTA: 

I.- Que a fs.1/41 se presenta el señor ET  D , por derecho propio y con el patrocinio letrado del Dr. Martín Cormik, Defensor interino, a cargo de la Defensoría de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo y Tributario Nº 4, e inicia la presente acción de amparo contra el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires –Ministerio de Desarrollo Social y Ministerio de Desarrollo Económico –por considerar que se encuentran afectados sus derechos y garantías constitucionales, y en particular, el derecho a la vivienda y su dignidad. Solicita por medio de la presente acción de amparo, una solución habitacional definitiva y permanente que sea acorde con lo dispuesto en el bloque de constitucionalidad federal y local que reconoce y tutela el acceso a una vivienda digna, segura y adecuada. Requiere como medida cautelar “se ordene al Gobierno de la iudad de Buenos Aires –Ministerio de Desarrollo Social– la urgente incorporación a alguno de los programas habitacionales vigentes que brinde una solución habitacional adecuada a sus requerimientos habitacionales ,y asimismo, que de consistir en un subsidio, sea otorgado en forma inmediata, y le permita abonar en forma íntegra el valor de un lugar en condiciones dignas de habitabilidad, de conformidad con la normativa vigente, de modo tal que, si el mismo se abona en cuotas periódicas, cada una de ellas sea suficiente para solventar los gastos de alojamiento hasta el cobro de la cuota siguiente” (cfme. fs. 1 vta.). Describe que es un hombre de veintidós años de edad, discapacitado, sin red de contención social, y que “desde los quince años sufre de hemiparesia faciobraquiocrural derecha… tensión arterial y [es] medicado diariamente con Nutrial y
Enalapril. Esta patología “[le] provoca un trastorno que abarca la mitad del cuerpo…(un miembro superior, inferior y mitad del tronco ; todos del mismo lado” (cfme. fs. 1 vta/2). Manifiesta que nació en esta Ciudad, que vivió con su madre y la pareja de ella, pero la convivencia era insostenible. Aclara que hace más de un año ella viajó a la Franja de Gaza con motivo de una posibilidad laboral, y a raíz de ello su ex pareja no quiso albergarlo más quedando en efectiva situación de calle. Fue en ese momento que por medio de vecinos se presentó en la Avenida Entre Ríos 1492 PB de ésta Ciudad, donde luego de una exhaustiva evaluación fue ingresado al Programa Atención a Familias en Situación de Calle, pudiendo abonar el costo de un alojamiento adecuado. En relación a los vínculos familiares señala que desconoce el paradero actual de su padre ya que se separó de su madre cuando era pequeño y no mantiene contacto alguno. Agrega que tiene dos hermanas las que lo ayudan con sus estudios –se encuentra cursando el quinto año del ciclo secundario en la Fundación Vitra-, con algo de comida y ropa, asimismo manifiesta que ninguna de ellas está en
condiciones de alojarlo. Indica que la primera cuota del programa la percibió en junio de 2011 y la última en marzo del año en curso. Con ese dinero pudo alquilarse una habitación en una vivienda situada en la calle Altolaguirre 241 del partido de Avellaneda en el cual se encuentra actualmente. Menciona que se mudó allí toda vez que no encontraba alojamiento en condiciones adecuadas de habitabilidad en el ámbito de la Ciudad. Expresa que el único beneficio con el que cuenta al día de la fecha es la pensión por discapacidad, y que el costo de la habitación que ocupa es de $700 mensuales. Por lo tanto, se encuentra en una situación de vulnerabilidad económica extrema, y es
claro que la falta de empleo estable y el hecho de contar la poca ayuda familiar que tiene, hacen imposible que reúna el dinero necesario para acceder al alquiler de una vivienda, y así superar su
situación de emergencia habitacional. Requiere el dictado de una medida cautelar consistente en que se ordene al Gobierno que durante el trámite de la causa, se la incluya en los programas de emergencia habitacional, acorde con la situación que vive, de modo que le permita abonar de forma íntegra el alquiler de una vivienda adecuada. Por último, realiza planteos de inconstitucionalidad, ofrece prueba y hace reserva del caso federal. 

II.- A fs.94/95 el juez interviniente hizo lugar a la medida cautelar requerida por el peticionante, ordenado que la demandada “adopte en forma inmediata los recaudos pertinentes a fin de incluir al amparista en alguno de los programas habitacionales vigentes, hasta tanto recaiga decisión definitiva y firme en la presente acción…” 

III.- A fs.124/132 el GCBA contesta la demanda y señala en primer término que la accionante ya ha sido beneficiaria del Programa “Atención para Familias en Situación de Calle”. IV.- A fs.195 se encuentra agregado el informe socio ambiental confeccionado por el Ministerio de Desarrollo Social. A fs. 199/201 se encuentra agregado el informe socio ambiental confeccionado por la Defensoría General. A fs.215/217 obra el dictamen de la Sr. Fiscal. V.- A fs.220 se dictó la providencia de autos para sentencia, la cual a la fecha se encuentra consentida. 

Y CONSIDERANDO: I. En primer lugar cabe recordar que resulta claro de las constancias de autos que fue necesario el dictado de la medida cautelar dispuesta para que el actor fuera incorporado en el Programa "Atención Para Familias en Situación de Calle”. En consecuencia, actualmente es necesario el dictado de esta sentencia a favor del amparista ya que de no ocurrir ello volvería a la calle. Habré de destacar que no solo razones jurídicas de toda índole y jerarquía normativa me impiden un proceder que lleve al resultado de poner deliberadamente en situación de calle a personas sino que encuentro imperativos de orden moral que avalan la decisión de amparar en forma definitiva al actor. Tampoco surge en este expediente el GCBA haya demostrado que la situación de falencia económica y social de la amparista haya variado en mejor suerte ni que la demandada haga por el otra cosa que el cumplimiento de las medidas tuitivas que este tribunal asume respecto de él, con lo cual, es cierto que el actor dependen de esta sentencia para no ir nuevamente a la calle con todo lo que eso implica. No habré de abundar en obviedades con relación a que la vivienda es un derecho humano fundamental, reconocido por normas de nivel constitucional tanto nacional como local y también por normas internacionales, por caso, el denominado Pacto de San José de Costa Rica, Ley 23.054. No obstante, tal vez sea necesario destacar, en este momento, que dichos textos no solo reconocen derechos como el que está en juego en la presente cuestión, vivienda, salud y protección judicial. Concomitantemente, en aras a su eficacia y vigencia, se establecen normas que imponen las obligaciones que los Estados Partes, en el caso de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, asumen los efectos de garantizar y dar eficacia a esos derechos, es decir, para que no sean nominales o meras fórmulas de
aspiración de deseos sino que superando ese estadio del mero reconocimiento normativo, se concreten en cabeza de los destinatarios. Así por ejemplo, vale la pena recordar la obligación de las
autoridades del Estado, en sentido general, en cuanto a adoptar las disposiciones de Derecho Interno (artículo 2º), sean legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades. Por lo tanto, la existencia de los planes sociales en la Ciudad de Buenos Aires a los fines de paliar la crisis económica y social en la que se hallan sumidos grandes sectores de nuestros conciudadanos, es una desagregación de esa obligación general asumida por el Estado en sentido lato, en la Convención Americana sobre Derechos Humanos. A ello, se agrega la vigencia de la cláusula de no suspensión de esas obligaciones en caso de guerra, de peligro público o de otra emergencia que amenace la independencia o seguridad del Estado Parte. Es decir, que ni en esos supuestos resultaría admisible que el Estado suspendiese la vigencia de derechos fundamentales aseguradores de la Vida, la Integridad Personal, Legalidad y de Retroactividad, Protección de la Familia, etc. según se encuentra en el artículo 27. “No basta con reconocer o proclamar un derecho fundamental, lo que, con toda su gran importancia, a veces resulta un tanto simple. Es preciso ir concretando su ámbito y contenidos, y a tales efectos resultará decisiva la función jurisdiccional, dado que la respuesta del constituyente suele ser sucinta y escueta, y por su parte, el legislador tampoco tiene por qué estar rellenando huecos continuamente. Cobra así gran peso la tarea jurisdiccional…” (MARTIN RETORTILLO BAQUER, Lorenzo, “Eficacia y Garantía de los Derechos Fundamentales”, en Estudios sobre la Constitución Española-Homenaje al Profesor Eduardo García de Enterría-, Tomo II, Editorial Civitas, Madrid, 1999, pág. 591). “La verdadera fuente de los derechos es el deber. Si todos cumplimos nuestros deberes, no habrá que buscar lejos los derechos. Si, descuidando nuestros deberes, corremos tras nuestros derechos, éstos se nos escaparán como un fuego fatuo. Cuanto más los persigamos, más se alejarán” (MAHATMA GANDHI, El Derecho de Ser Hombre, Antología preparada bajo la dirección de Jeanne Hersch, Editorial Tecnos/UNESCO, Buenos Aires, 1973, página 24). Y no se trata de que una decisión favorable al amparista como ya se vislumbra importará inmiscuirse en el obrar de la Administración demandada. Al respecto, decimos que “…Es evidente que el propósito social de los derechos humanos los hace, si no dependientes, al menos relacionados con el poder político. Lejos de estar en oposición, derechos humanos y poder político se apoyan uno en otro. La autoridad política, por tanto, no puede limitar los derechos humanos, igual que los derechos humanos no deben ser utilizados en
contra de quienes ocupan el poder…Es muy fácil comprender que las autoridades políticas, después de introducir las leyes necesarias para la protección de los derechos humanos, empiecen de hecho a reducir gradualmente su aplicación o, incluso, acaben pura y simplemente por eliminarlas” (conf. VASAK, Karel, Los Derechos Humanos como realidad legal, en “Las Dimensiones Internacionales de los Derechos Humanos”, Volumen I, Karel Vasak Editor General, Serbal/UNESCO, España 1984,
página 31) También, las Convenciones internacionales de la OIT, incluyen en el “derecho a un nivel de vida adecuado” la alimentación, el vestido y el alojamiento, estableciendo como es usual en esta
legislación humanitaria, garantías progresivas teniendo en cuenta necesidades familiares tan fundamentales como la alimentación, el vestido, la atención médica y la educación. El único título exigible por ende, es el que da al amparista su condición de ser humano y es una obligación del Estado llevar adelante políticas sociales y medidas concretas de mejora de cada una de estas condiciones. “En este nuevo marco, los derechos fundamentales, que son normas, representan un
sistema de límites y vínculos supraordenados al poder soberano estatal. Los derechos fundamentales son Derecho positivo por cuanto están estipulados en las constituciones –de los derechos de libertad a los derechos sociales- y son Derechos sobre derechos. Es decir, en el
“modelo garantistas”, las reglas de los derechos fundamentales disciplinan la programación del contenido de toda la legislación subconstitucional” (conf. FERREYRA, Raúl Gustavo, en la Constitución vulnerable, Crisis argentina y tensión interpretativa, Ed. Hammurabi, Bs.As., 2003, página 145). Por lo tanto, las normas de la Administración tienen como límite y vínculo los derechos
fundamentales, entre los cuales, y en este caso, es el de la vivienda. Y las medidas para hacerlos efectivos deben ser realistas y no efectistas. En este sentido en la medida que la Administración no
puede o no quiere demostrar que la situación personal socioeconómica del amparista se ha revertido en el tiempo de trámite de este expediente, aunque fuera en alguna pequeña medida, persiste entonces su obligación de brindarle una solución hasta tanto esa situación aparezca conjugada por lo menos en niveles que le permitan valerse por sí mismo al menos en un nivel sustancial de su existencia. 

II.- De lo expuesto se desprende no solo el fundamento de la decisión que a continuación adoptaré sino también la trascendencia que asigno a la problemática que concita este amparo dado que están en juego cuestiones que atañen directamente a la condición humana y a su consecuente dignidad y respeto. En cuanto a la supuesta y a veces postulada, no revisibilidad judicial de los programas sociales de la Ciudad, cabe decir que “Toda potestad discrecional se apoya en una
realidad de hecho que funciona como presupuesto fáctico de la norma de cuya aplicación se trata. Este hecho ha de ser una realidad como tal hecho…y ocurre que la realidad es siempre una y sólo una: no puede ser y no ser al mismo tiempo o ser simultáneamente de manera y de otra. La
valoración de la realidad podrá acaso ser objeto de una facultad discrecional, pero la realidad, como tal, si se ha producido el hecho o no se ha producido y cómo se ha producido, esto ya no puede ser
objeto de una facultad discrecional, porque no puede quedar al arbitrio de la Administración discernir si un hecho se ha cumplido no se ha cumplido, o determinar que algo ha ocurrido si realmente no ha sido así. El milagro, podemos decir así, no tiene cabida en el campo
del Derecho Administrativo” (GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo y FERNÁNDEZ, Tomás Ramón, Curso de Derecho Administrativo, volumen I, Octava Edición, Editorial Civitas, España, 1997, página 462). Por lo tanto, no se trata como bien lo explican los tratadistas españoles citados, de revisar la decisión administrativa en su faz discrecional; se trata en cambio de ejercer por esta vía, esa modalidad de control judicial que los profesores españoles denominan “el control de los hechos
determinantes” dado en la presente causa por la situación de vulnerabilidad socio-económica de la amparista. Y en tanto esos hechos que provocan a la persona esa situación de vulnerabilidad de su
existencia no se encuentren siquiera en grado mínimo, revertidos por una mejora en sus condiciones básicas de vida, esta vía seguirá siendo apta para decirle a la Administración que, al no haber cambiado esos hechos determinantes, las personas tienen un derecho fundamental que
debe ser protegido y al cual debe dársele darle eficacia: “La vieja concepción que limitaba el texto constitucional a un documento declamatorio y retórico, propio para caldear los espíritus pero que no entraba en el austero menester de los juristas, es ya historia pasada. Hoy la Constitución domina no sólo el campo, relativamente estricto, de la justicia constitucional, sino la totalidad de la vida jurídica de la sociedad, con un influjo efectivo y creciente” (conforme GARCÍA DE ENTERRÍA y FERNÁNDEZ, op.cit., página 101). Por último, resulta adecuado recordar que, el norte a seguir en esta materia y a propósito de este caso, es todo lo contrario a inmiscuirse, o controlar
indebidamente, las funciones de la Administración. Por el contrario, es controlar que no se dejen de lado las obligaciones del Estado con relación a las personas en situación de vulnerabilidad: “Se trata
de…tutelar a los desiguales, propiciándose la siguiente pauta hermenéutica:”a mayor indefensión de la persona…mayor interés del Estado en establecer reglas que los protejan…” (conf. GALDOS, Jorge
Mario, El principio favor debilis en materia contractual, Derecho del Consumidor, Tomo 8, Editorial Juris, Buenos Aires, 1996, Director Gabriel A. Sitglitz, página 39). Por otra parte, si bien resulta de
las actuaciones que el actor ya ha sido beneficiario del programa de emergencia habitacional para familias en situación de calle, no puede obviarse que tales beneficios han sido ciertamente insuficientes para revertir siquiera en un grado primordial la situación de vulnerabilidad. Al respecto, hace tiempo que la Sala I del fuero ha señalado que: “...una vez adoptados los planes mencionados
precedentemente, determinados sus beneficiarios y, en consecuencia, garantizado un nivel mínimo de efectiva vigencia del derecho a la vivienda, la interrupción en forma intempestiva del goce de las
prestaciones comprometidas, sin el reconocimiento de prestaciones alternativas de igual naturaleza, vulnera, en forma ilegítima, derechos y principios de raigambre constitucional (conf. causa: “Tarantino Héctor Osvaldo y otros c/G.C.B.A. s/ Amparo (art. 14 CCABA)”, sentencia del 28 de diciembre de 2001 – el resaltado en letra negrita me pertenece). Lo cierto es que en esta materia la
Administración deberá encontrar el delicado equilibrio entre el deber de asistencia habitacional para las personas en situación de calle y el novedoso “deber de asumir indefinidamente” el pago de la vivienda de los actores. Evidentemente, de lo que se trata es de crear las condiciones que permitan revertir la situación de calle y adoptar en el ínterin las medidas paliativas pertinentes, puesto que no otra cosa es lo que en definitiva queda de la decisión a adoptar aquí. En ese
verdadero dilema -atento a que la situación de exclusión social y económica que padecen la actora y su grupo familiar responde a causas que ciertamente exceden a la Administración local-, es que se producen estos desajustes los que deben encontrar en la instancia judicial debida acogida. 
III.- Con relación a los precedentes “Panza” y “Toloza” del Superior Tribunal de Justicia de esta Ciudad, haré propios aquí los términos del voto de la Dra. Alicia Ruiz a los que en aras a la brevedad deberán considerarse reproducidos. Por otra lado, la referida Magistrada sostuvo en autos “Alba Quintana Pablo contra GCBA y otros sobre Amparo s/ Recurso de Inconstitucionalidad Concedido” (Expte. Nº 6754/09) que “En opinión del Comité, el derecho a la vivienda no se debe interpretar en un sentido estricto o restrictivo que lo equipare, por ejemplo, con el cobijo que resulta del mero hecho de tener un tejado por encima de la cabeza o lo considere exclusivamente como una comodidad. Debe considerarse más bien como el derecho a vivir en seguridad, paz y dignidad en alguna parte. Y así debe ser por lo menos por dos razones. En primer lugar, el derecho a la vivienda está vinculado por entero a otros derechos humanos y a los principios fundamentales que sirven de premisas al Pacto. Así pues, ‘la dignidad inherente a la persona humana’, de la que se dice que se derivan los derechos del Pacto, exige que el término ‘vivienda’ se interprete en un sentido que tenga en cuenta otras diversas consideraciones, y principalmente que el derecho a la vivienda se debe garantizar a todos, sean cuales fueren sus ingresos o su acceso a recursos económicos. En segundo lugar, la referencia que figura en el párrafo 1 del artículo 11 no se debe entender en sentido de vivienda a secas, sino de vivienda adecuada….” (voto de la Dra. Alicia Ruiz en el mencionado caso Alba Quintana, sentencia del TSJ del 12 de mayo de 2010). “Lo dicho permite advertir, con toda claridad, la afectación del derecho a la vivienda digna ante la pérdida de la asistencia lograda (regresividad). En efecto, existe un nítido retroceso en el nivel de goce del derecho, al punto que éste llega a suprimirse por completo. En la causa “Toloza” sostuve que “el Estado no puede adoptar por acción u omisión conductas regresivas en materia de derechos humanos. Si lo hace debe justificar (…) por qué sus recursos no le permiten seguir atendiendo las necesidades de quienes reclaman judicialmente por la afectación de un derecho constitucional
básico, como es el de la vivienda digna” (voto Dra. Alicia Ruiz, citado caso Alba Quintana) “En un caso como el de autos y en la medida en que el Estado no pueda proporcionar soluciones permanentes, el subsidio debe ser regla. Y ello porque la pobreza crítica es la situación de excepción que el constituyente ha optado por resolver progresivamente (conf. art. 31.1, CCBA). Cuando esa pobreza se instala en la sociedad, es razonable que las autoridades recurran a diversos sistemas de atención, siempre que su aplicación sucesiva no implique la disminución y/ o la privación de las prestaciones ya reconocidas. Entonces si la vigencia del decreto ha cesado, es ajustado al bloque constitucional imponer al Estado el deber de preservar lo ya otorgado” (voto Dra. Alicia Ruiz, en el referido caso Alba Quintana). Ahora bien, la Administración podía rechazar los pedidos de renovación del subsidio, pues el art. 5 del Dec. 690/06 (conf. art. 3 del Dec. 960/08) no imponía su renovación. Pero dicha norma señalaba que la Administración “podrá” renovarlo cuando las circunstancias lo ameriten. Así surge del artículo 5° in fine que dice que “La autoridad de aplicación podrá asignar asimismo prioridades en el otorgamiento del beneficio, y eventualmente extender los plazos previstos para el subsidio, de modo de atender reclamos según las particulares
situaciones que puedan acaecer, teniendo presente el cumplimiento de las metas presupuestarias proyectadas anualmente” (el resaltado me pertenece). Del texto remarcado precedentemente se concluye que se requiere una ponderación del caso por la Administración, la que aquí no ocurre. Por lo tanto, se omite con la obligación legal y se incurre en un vicio que el Tribunal Superior de Justicia ha señalado reiteradamente que es la falta de motivación de las decisiones discrecionales, así se sostuvo que “…De tal modo, el Estado no se libera de la obligación de asistencia hasta que cumpla con la orientación y búsqueda de estrategias prevista en la segunda parte del art.3º...” (conf. el considerando 4 del voto de los Dres. CASAS y CONDE, el subrayado no corresponde al texto original, en GCBA s/ queja por recurso de inconstitucionalidad denegado en ‘B., M. y otros c/ GCBA s/ amparo (art.14 CCABA; en similar sentido “Barrera Mirta c/ GCBA s/ Amparo del 25/04/07; Benítez Aracelli c/ GCBA s/ Amparo, del 29/08/07”). En tales términos, de las probanzas de autos surge que la decisión discrecional de la Administración que denegó la renovación del subsidio carece de fundamentos y de fundamentación. “La obligación de fundamentar los actos administrativos constituye una de las más relevantes garantías de los particulares, y en el caso de los actos dictados en ejercicio de las facultades discrecionales es imprescindible para que el control judicial de razonabilidad o la fiscalización pueda ocurrir. Este deber facilita el control de legalidad de los actos. La motivación es un elemento básico para la interpretación del acto, por ello los fundamentos deben ser claros y coherentes...Debe contener las razones de la no aceptación de los argumentos previos aducidos por el interesado” (TOMÁS HUTCHINSON, “Procedimiento administrativo de la Ciudad de Buenos Aires”, Editorial Astrea, Ciudad de Buenos Aires 2003, pág. 42/43). En cuanto a la
cuestión presupuestaria, si bien el Estado debe proveer hasta el máximo de los recursos disponibles de acuerdo al PIDESC, lo cierto es que en autos no se ha presentado la situación de que el demandado opusiera al cumplimiento de sus obligaciones un impedimento de orden presupuestal sino que lisa y llanamente omitió evaluar la solicitud de renovación del beneficio, por lo que no efectuó ninguna ponderación del caso concreto dando por concluido todo beneficio más allá o no de que la situación que precisamente originara el mismo se hubiera revertido siquiera en algún grado a favor de la amparista. Por último, el 24 de abril de 2012, la Corte Suprema de Justicia de la Nación se expidió sobre un caso, “Q.C. , S. Y. C/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires S/ Recurso de hecho - Q. 64. XLVI”, en el mismo sentido y en forma concordante con lo aquí resuelto. Se desprende del mismo que “…Si bien puede advertirse que no hay una única manera de responder a
la vivienda, lo cierto es que las alternativas implementadas por la ciudad no dan una respuesta adecuada, definitiva y acorde a las extremas circunstancias que debe afrontar la recurrente” (Considerando 13) Asimismo, recordó allí el Alto Tribunal la pauta de evaluación del cumplimiento del Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, en virtud del cual se ha reconocido la garantía de asistencia a la que se viene refiriendo, cuando impone la obligación de los estados parte de adoptar medidas tendientes a efectivizar dichas garantías “hasta el máximo de los recursos que disponga”. Advirtió que en el punto 10 del Protocolo Facultativo del
Pacto se estableció que, para el caso de que un Estado aduzca limitaciones de recursos el Comité consideraría como criterios objetivos para examinar el argumento a) el nivel de desarrollo del país, b) la situación económica del país en el momento, teniendo en cuenta si atraviesa un período de recesión económica, y c) si el estado intentó encontrar opciones de bajo costo (considerando 14). En ese sentido, el Máximo Tribunal Nacional expuso que “…la propia normativa local que rige esta materia pone en cabeza de la administración el deber de articular la intervención de los distintos programas públicos que correspondan actuar para que la actora y su hijo puedan superar su especial grado de vulnerabilidad así como también el deber de asesorar a la primera en la búsqueda de estrategias integrales que le permiten encontrar una solución al problema habitacional que motivó esta demanda, obligaciones que, en el caso, no fueron cumplidas en forma acabada y total. No se trata en esta situación de evaluar el precio del servicio que paga el Estado y dado su costo dar por cumplido el deber que le incumbe, conforme a un estándar de realización de los derechos, sino valorar su calidad en cuanto a adecuación a las necesidades del caso…” (considerando 15).
Ello, para concluir que en ese caso se advertía “…la ausencia de una planificación coordinada y adecuada por parte de la demandada…” de la utilización de los servicios asistenciales especializados de los que dispone (considerando 16). En conclusión, la impugnación del art. 6 del Dec. 690/06 deviene abstracta en el caso en particular, sin perjuicio de que pudiera ser impugnada por otras vías directas de inconstitucionalidad. Respecto de los planteos de inconstitucionalidad del art. 24 de la Ley 2145, resulta conjetural, por lo cual no habré de expedirme al respecto. En cuanto a los restantes planteos de inconstitucionalidad formulados, oída la Sra. Agente Fiscal y considerando el modo en el cual se resuelve la presente contienda, solo habré de expedirme respecto del art.5 del Decreto Nº 690/06. En relación a ello, entiendo que existe una eventual violación de los derechos constitucionales que se pretenden resguardar al no respetar el principio de no regresividad.
IV.- Finalmente, cabe agregar que se encuentra suficientemente acreditada la situación socioeconómica y el grado de vulnerabilidad del actor, en tanto que ello surge del informe
social obrante a fs.199/201 y del efectuado por el Ministerio de Desarrollo Social a fs.195. Por los fundamentos precedentemente expuestos, 
FALLO: 1.- Declarando la inconstitucionalidad de la modificación introducida por el art. 2 del Dec. 167/11 al art. 5 del Dec. 690/06. 2.- Haciendo lugar a la acción de amparo y por consiguiente ordenando a la Administración continúe adoptando las medidas necesarias a fin de que el Sr. Elías Tadeo D , se le otorgue alojamiento en condiciones dignas de habitabilidad o los fondos suficientes para acceder al mismo, lo cual deberá ser mantenido mientras el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires no demuestre fehacientemente en estos actuados que la situación de vulnerabilidad socio-económico ha cesado. 3.- Imponer las costas a la demandada vencida (art. 62 del CCAyT), dejándose constancia que los honorarios del integrante del Ministerio Público de la Defensa no se regulan en razón de haber actuado en cumplimiento de sus obligaciones constitucionales y legales. 4.- Regístrese, notifíquese, a la Defensoría Oficial, al Sr. Asesor Tutelar, y a la Sra. Agente Fiscal en sus respectivos despachos, y oportunamente archíve
